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PATRIA POTESTAD / CONFLICTO DE COMPETENCIA / DOMICILIO DEL REPRESENTANTE LEGAL DEL MENOR. “[C]uando el menor de edad actúa como demandante en procesos en los que se encuentran en juego los derechos que se derivan del ejercicio de la patria potestad, su domicilio es el que determina el juez que debe definir la controversia, y se entenderá por tal el de su progenitor, de acuerdo con la regla establecida en el artículo 88 del Código Civil. 5. En el caso bajo estudio, como la señora Johana Restrepo Ríos tiene su domicilio en el municipio de Dosquebradas, actúa como representante legal del menor Jacobo Bedoya Restrepo y este sigue el domicilio de aquella, la competencia para tramitar el proceso corresponde al Juez de Familia de ese lugar.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

          Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

          Pereira, febrero veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017)

          Radicación No. 66170-31-10-001-2016-00708-01

Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado de Familia de Dosquebradas y el Tercero de Familia de Pereira, a propósito del conocimiento del proceso sobre privación de la patria potestad que instauró la señora Johana Restrepo Ríos, en representación del menor Jacobo Bedoya Restrepo, contra el señor Diego Andrés Bedoya Gómez.

A N T E C E D E N T E S

1. En la calidad citada, la señora Johana Restrepo Ríos presentó demanda contra el señor Diego Andrés Bedoya Gómez, con el fin de obtener que este último sea privado de ejercer la patria potestad sobre el menor Jacobo Bedoya Restrepo.

2. La demanda correspondió por reparto al Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, despacho que mediante auto del 25 de noviembre del año anterior la rechazó por falta de competencia. Para decidir así, consideró, con fundamento en el numeral 2º del artículo 28 del Código General del Proceso, que como el demandante es menor de edad y tiene su domicilio en Dosquebradas, es competente para conocer del asunto el juez de familia de ese municipio. 

3. El Juzgado de Familia de Dosquebradas, mediante providencia del 16 de enero último, se declaró también incompetente para conocer del asunto. Consideró, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que en el presente caso no tiene aplicación el numeral 2º del artículo 28 del Código General del Proceso, porque no es demandante el menor Jacobo, sino su progenitora y en consecuencia se debe acudir a la regla general de competencia establecida en el numeral 1º del citado artículo, que la asigna al juez del domicilio del demandado, quien lo tiene en la ciudad de Pereira. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre el Juzgado de Familia de Dosquebradas y el Tercero de la misma especialidad de Pereira, de conformidad con el artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto). 


Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones. 

Para resolver la cuestión resulta de vital importancia analizar el penúltimo del tales factores, pues los jueces enfrentados se han separado del conocimiento del caso por considerar, cada uno, que carece de competencia por el factor territorial.

El artículo 28 del Código General del Proceso, que señala las reglas generales sobre competencia por el factor territorial, dice en su parte pertinente:

“1º. En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado…

…

2º. (…)

En los procesos de alimentos, pérdida o suspensión de la patria potestad, investigación o impugnación de la paternidad o maternidad, custodias, cuidado personal y regulación de visitas, permisos para salir del país, medidas cautelares sobre personas o bienes vinculados a tales procesos, en los que el niño, niña o adolescente sea demandante o demandado, la competencia corresponde en forma privativa al juez del domicilio o residencia de aquél”.

3. Para la señora Jueza Tercera de Familia de esta ciudad debe asumir el conocimiento de la acción el Juzgado de Familia de Dosquebradas, que corresponde al domicilio del menor demandante. El titular de ese último despacho también se declaró incompetente porque en el asunto no es demandante el menor, sino su progenitora, y por ende, se debe acudir a la regla general de competencia.

4. En torno a la regla especial de competencia para conocer asuntos relacionados con la pérdida o suspensión de la patria potestad, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

 “3.  De tiempo atrás ha sostenido la Corte, que la regla general para determinar la competencia funcional por el factor territorial en los procesos contenciosos, es la consagrada en el numeral 1º del artículo 23 del citado Código, esto es, que «es competente el juez del domicilio del demandado»; no obstante, dicho fuero no excluye la aplicación de otros criterios que el mismo legislador previó a efectos de determinar la competencia territorial, como cuando se trata de procesos de pérdida o suspensión de la patria potestad, pues el num. 4º del mismo canon señala, que en éstos «será también competente el juez que corresponde al domicilio común anterior, mientras el demandante lo conserve».  

Así mismo, el artículo 8º del Decreto 2272 de 1989 preceptúa, que cuando en los citados asuntos «el menor sea demandante, la competencia por razón del factor territorial corresponderá al juez del domicilio del menor« (resalta la Sala), disposición respecto de la cual esta Corporación ha señalado de tiempo atrás, que  «por tratarse de una excepción,…en el texto legal no caben más asuntos que los que él mismo contiene y cita expresamente;  bien sabido se tiene que el marco de norma semejante es asaz ceñido y,  por consiguiente,  es inútil tratar de ensancharlo… en el punto está vedada, así, toda interpretación laxa, analógica o por extensión» (CSJ AC del 30 de abril de 2013, exp. 2013-00805). 

En consecuencia, cuando se ha de señalar la idoneidad del operador judicial para conocer de una disputa, a éste se le «impone la insoslayable tarea de atender la información que sobre el particular le brinde el promotor del escrito introductor» (CSJ AC1992-2015). 

4. En el caso analizado, como ya se dijo, el señor Rodrigo Cano Ordoñez actúa como en representación de los intereses de su hijo de 6 años de edad, en procura de obtener que la madre pierda los derechos legales que tiene sobre éste, de tal manera entonces, que como el actor es un menor de edad, su domicilio, en definitiva, es el que determina el sitio en donde debe adelantarse la controversia.  Y como el hijo sigue el domicilio de su progenitor, quien se itera, es su procurador, y éste a su vez, como así fue indicado en el libelo, está avecindado en la ciudad de Cali, no cabe duda, por consiguiente, que en dicha localidad es que debió iniciarse el proceso, como así se hizo.  

Así lo ilustró en reciente determinación la Corte: 

En esas condiciones, si de conformidad con el artículo 88 del Código Civil, ‘[e]l que vive bajo patria potestad sigue el domicilio paterno’, regla que en este particular asunto y por ahora ‘ha de entenderse que comprende al domicilio materno, habida cuenta que conforme a las prescripciones del decreto señalado, ambos padres ejercen conjuntamente la patria potestad de sus hijos’ (CSJ AC5248-2015)”
.

De acuerdo con esa jurisprudencia, cuando el menor de edad actúa como demandante en procesos en los que se encuentran en juego los derechos que se derivan del ejercicio de la patria potestad, su domicilio es el que determina el juez que debe definir la controversia, y se entenderá por tal el de su progenitor, de acuerdo con la regla establecida en el artículo 88 del Código Civil. 

5. En el caso bajo estudio, como la señora Johana Restrepo Ríos tiene su domicilio en el municipio de Dosquebradas, actúa como representante legal del menor Jacobo Bedoya Restrepo y este sigue el domicilio de aquella, la competencia para tramitar el proceso corresponde al Juez de Familia de ese lugar.
6. La Sala no acoge el criterio expuesto por el Juez que provocó el conflicto, ya que las providencias de la Corte Suprema de Justicia que citó para separarse del conocimiento del proceso no tienen aplicación en el caso concreto. En efecto, ninguna de las demandas que dieron lugar a los conflictos de competencia que resolvió esa Corporación, fueron propuestas por uno de los padres en representación del menor sometido a potestad parental.

7. En conclusión, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado de Familia de Dosquebradas, al que se remitirá el expediente para que le dé el trámite que corresponda. 

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E :
Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que es el Juez de Familia de Dosquebradas, el competente para asumir el conocimiento de la demanda a que se refiere este proveído.
En firme este auto, remítase el expediente al referido despacho e infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Tercero de Familia de Pereira.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


Secretario











� Sala de Casación Civil, Auto  AC3741-2016,  de junio 17 de 2016, radicado 2016-01158. M.P. Álvaro Fernando García Restrepo.
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